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SITUACIÓN DEL ESTADO DE 
DERECHO EN ESPAÑA 2023

Contexto para apreciar los problemas 
del Estado de derecho en España en relación 
con el Art. 2 del Tratado de la Unión Europea
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INTRODUCCIÓN

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha destacado en los últimos años que la defensa del Es-
tado de Derecho aun siendo una competencia que en primer término le corresponde a los Estados 
miembros, no excluye que la Comisión Europea actúe a través de sus distintos procedimientos tanto 
desde la perspectiva de la prevención como de la supervisión, habiéndose condenado a algún Estado 
miembro por la vulneración del artículo 19 TUE.

La Comisión Europea hizo un diagnóstico acertado pero incompleto en cuanto a la situación del Estado 
de Derecho en España en julio de 2023, en la medida en que no incluyó una cierta perspectiva histórica 
que pudiera determinar si existía cierta regresión en los estándares de Estado de Derecho europeos.

España, desde que se aprobó la Constitución en 1978, ha pasado por diversas crisis políticas e insti-
tucionales, algunas de enorme gravedad, siendo la más reciente la crisis constitucional, provocada por 
el independentismo en Cataluña en otoño de 2017. Pero lo cierto es que desde hace mucho tiempo 
el debilitamiento del Estado de Derecho, la reducción o el paulatino deterioro del sistema de pesos y 
contrapesos institucionales y la extrema politización de muchas instituciones se ha ido acentuando, 
hasta el punto de que en este momento hay dudas razonables sobre la capacidad real de nuestras 
instituciones para encauzar la resolución de crisis constitucionales, tal y como la que se puede plantear 
si se alcanza un acuerdo de investidura por el actual Gobierno de Pedro Sánchez a cambio de una ley 
de amnistía. 

La situación de grave crisis institucional y la rebaja de estándares se ha puesto de relieve por ejemplo 
con ocasión de la falta de renovación del CGPJ, cuestión bien conocida por la Comisión, o el debilita-
miento de la independencia del Tribunal Constitucional o de la Fiscalía General del Estado, o del papel 
del propio Parlamento. Sobre algunas de estas cuestiones ya hemos llamado la atención en nuestro 
informe del Estado de Derecho1.

Aunque el informe comprende sólo los años 2018-2021 -en que los problemas se han acentuado por la 
existencia de un gobierno de coalición en minoría- lo cierto es que la tendencia se inicia mucho antes, 
como también se pone de relieve en el informe de la Fundación Hay Derecho.

En este contexto, se está negociando una ley de amnistía que supone un riesgo muy importante para 
el principio de seguridad jurídica, igualdad ante la ley, no arbitrariedad de los Poderes Públicos e inclu-
so separación de poderes, entre otros, y por tanto para el Estado democrático de derecho. Esta nego-
ciación a cambio de los votos para una investidura parece que adoptará la forma de una ley singular 
que supone una excepción a dichos principios fundamentales en un Estado de Derecho en la medida 
en que se refiere a procesos judiciales abiertos contra líderes políticos (que son las que la exigen) por 
la comisión de graves delitos, entre ellos el de malversación de fondos públicos que puede afectar a 
fondos europeos. No existen precedentes en la Unión Europea de una amnistía de este tipo que está 
introduciendo una grave tensión institucional, política y democrática en España, lejos de favorecer la 
convivencia como pretenden sus promotores. 

1 https://www.hayderecho.com/wp-content/uploads/2023/02/Informe_Estado-de-Derecho-2018-2021.pdf 

https://www.hayderecho.com/wp-content/uploads/2023/02/Informe_Estado-de-Derecho-2018-2021.pdf
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Entre otros datos, no se puede presentar como una medida de conciliación y convivencia una amnistía 
cuyo encaje constitucional y democrático se negó por el Gobierno que ahora la promueve hasta la 
misma noche electoral, y que, como dice el Presidente del Gobierno en funciones consiste en “hacer 
de la necesidad virtud”, es decir, se reconoce que se produce porque se necesitan los votos de los 
políticos a los que se va a conceder la amnistía, muy en especial de D. Carles Puigdemont, prófugo de 
la Justicia española actualmente eurodiputado con varias órdenes judiciales pendientes de la decisión 
del TJUE sobre el levantamiento de su inmunidad parlamentaria. 

Por otra parte, una medida tan claramente excepcional no se adopta con un mínimo consenso (la mi-
tad del Parlamento y la mayoría de la ciudadanía española incluidos muchos votantes de izquierdas 
se oponen) y no se ha debatido en ningún momento ni durante la campaña electoral, al contrario, se 
negó su mera posibilidad, ni tampoco después en el marco institucional dado que no se sabe en estos 
momentos quien está redactando la futura ley, que se presentará además al Parlamento como una pro-
posición de ley si se llega al acuerdo eludiendo el procedimiento ordinario de elaboración de leyes pre-
visto en el ordenamiento jurídico español, lo que permitirá también eludir informes preceptivos como 
el del Consejo de Estado o el del CGPJ, que previsiblemente serían contrarios. De la misma forma, 
tampoco va a intervenir el Ministerio de Justicia y el propio Parlamento se limitará, previsiblemente, 
a avalarla. Cierto es que el procedimiento ordinario sólo puede iniciarse cuando el Gobierno deje de 
estar en funciones, pero es llamativo que no se pueda esperar hasta ese momento para tramitar la 
ley con todas las garantías, máxime cuando estamos hablando de una norma de esta trascendencia 
jurídica y democrática.

En suma, una futura ley de amnistía tal y como se está negociando, probablemente sólo va a ser so-
metida a controles puramente formales, aprobación por el Parlamento sin debates técnicos o informes 
técnicos de ningún tipo y validación posterior por el Tribunal Constitucional fuertemente politizado que 
con su composición actual (7 vocales progresistas y 4 conservadores) confirmará previsiblemente la 
constitucionalidad de esta norma exactamente en esta proporción. Para garantizar además su trami-
tación por la Mesa del Congreso (órgano en el que hay mayoría progresista) se ha nombrado recien-
temente como Letrado Mayor del Congreso a un ex alto cargo del Gobierno (subsecretario de Política 
Territorial) si bien el nombramiento ha sido impugnado precisamente por ese motivo. Es interesante 
señalar que un texto anterior (2021) proponiendo la amnistía que también tenía forma de proposición 
de ley fue calificado como inconstitucional por informe de los letrados del Congreso y su tramitación 
rechazada por la Mesa del Congreso de entonces con los votos del PSOE.  

Es por ello, por lo que consideramos que puede ser pertinente la actuación de la Comisión Europea 
en el ejercicio de sus potestades derivadas del artículo 258 TFUE. En este sentido, recordamos lo 
señalado por la Comisión Europea en su Comunicación de julio de 2019: “No obstante, cuando las 
salvaguardas nacionales del Estado de Derecho no sean suficientes para hacer frente a las amenazas 
que se ciernen sobre él en un Estado miembro, es responsabilidad común de las instituciones de la UE 
y de los Estados miembros tomar medidas para remediar la situación. Así lo ha confirmado también el 
Tribunal de Justicia”2.

2 https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52019DC0163&from=BG 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52019DC0163&from=BG
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En el presente escrito partimos del contenido del Informe sobre Estado de Derecho de la Comisión 
Europea de julio de 2023 y de los informes anteriores, pero añadiendo datos que, a nuestro juicio, in-
dican que a lo largo de los últimos años (antes incluso del primer informe sobre el Estado de Derecho 
de la Comisión Europea) se viene produciendo una regresión en los estándares europeos del Estado 
de Derecho en España en los términos señalados por el TJUE en su jurisprudencia (Sentencia 9 de 
marzo 2010, C-518/07, Sentencia 16 de octubre 2012, C-614/10, Sentencia 8 de abril 2014 C-288/12). 

En ese contexto de rebaja de estándares europeos nos debemos de referir a 1) la falta de renovación 
del CGPJ; 2) su repercusión sobre el funcionamiento de los Tribunales de Justicia, en particular el tri-
bunal Supremo; 3) El debilitamiento del Tribunal Constitucional hace muy difícil que ejerza su función 
de contrapoder ante un reto que afecta al núcleo del Estado de Derecho; 4) Las presiones del Poder 
Ejecutivo al Poder Judicial directas o indirectas; 5) La utilización partidista por el Gobierno de los órga-
nos de control y demás mecanismos institucionales, ya sea para validar sus actuaciones, o ignorándo-
los cuando no se acomoda a la finalidad perseguida; 6) La cuestionable independencia del Ministerio 
Fiscal; 7) El menguante papel del Parlamento; 8) La utilización del Código Penal para evitar condenas 
a determinados políticos, que garantizan la estabilidad del Gobierno, y en particular la rebaja en el 
delito de malversación, que afecta a la protección de los recursos financieros de la Unión Europea; 9) 
Las asociaciones de jueces y fiscales y su debilidad en la defensa de la independencia de su función, 
en la medida en que están alineadas con los partidos políticos mayoritarios y han perdido credibilidad 
10) Contexto actual: La futura ley de amnistía supondrá una quiebra de los consensos constitucionales 
y una vulneración palmaria del Estado de Derecho.

Finalmente, se realizará un breve análisis señalando las razones por las que resulta imprescindible 
en este momento preciso la actuación supervisora de la Comisión Europea conforme al artículo 258 
TFUE.

1.- LA FALTA DE RENOVACIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL PODER 
JUDICIAL

La Comisión Europea en su Informe anual de 2023 sobre Estado de Derecho ha señalado específica-
mente como preocupante la falta de renovación del CGPJ: “La situación del Consejo General del Po-
der Judicial suscita serias preocupaciones, ya que, en primer lugar, no hubo avances en su renovación 
a pesar de la urgencia y, en segundo lugar, no se han tomado medidas para adaptar el procedimiento 
de nombramiento de sus vocales elegidos entre jueces y magistrados teniendo en cuenta las normas 
europeas sobre la materia.”

En este sentido dicho informe recoge específicamente que el Grupo de Estados contra la Corrupción 
(GRECO) en su informe sobre España de diciembre de 2022, consideró que el bloqueo de la renova-
ción era motivo de gran preocupación.

La Comisión Europea también señaló específicamente en el citado informe que “la falta de renovación 
del Consejo General del Poder Judicial está afectando negativamente a la labor del Tribunal Supremo 
y del sistema judicial en su conjunto”
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El Presidente del CGPJ, D. Carlos Lesmes dimitió en octubre de 2022. Destaca su discurso un mes 
antes durante la apertura del año judicial, en cuyo discurso señaló entre otras cuestiones3:

“El modelo de elección exclusivamente parlamentaria de los vocales del Consejo General del Poder 
Judicial, sin participación determinante de los propios jueces, tiene casi cuarenta años de existencia 
en nuestro país. En la mayor parte de las ocasiones la renovación de la institución se ha hecho en el 
plazo marcado por la Constitución y algunos Consejos, como el que yo me digno en presidir, obtuvie-
ron además, amplísimos respaldos parlamentarios, próximo en nuestro caso al noventa por ciento de 
los diputados y senadores Hoy, sin embargo, hay que admitir que este modelo se ha instalado en una 
crisis de difícil salida por la permanente falta de entendimiento de los grupos políticos mayoritarios y 
por no corresponderse además con los estándares europeos en materia de consejos judiciales.

(…)

La reforma es por tanto ineludible y deberá abordarse con la mayor urgencia posible

(…)

Otro remedio excepcional se ha propuesto y ejecutado desde el poder legislativo. La iniciativa también 
ha resultado frustrada en sus propósitos, puesto que no ha conseguido la renovación del Consejo, 
aunque sí ha provocado un enorme debilitamiento de su legítima función constitucional, como garante 
de la independencia judicial.

Me refiero a la Ley Orgánica 4/2021, de 29 de marzo, por la que se establece el régimen jurídico apli-
cable al Consejo General del Poder Judicial en funciones. Esta Ley, pese a reconocer en su exposición 
de motivos que hay funciones del Consejo que no pueden ser suspendidas por resultar indispensables 
para el gobierno y buen funcionamiento de juzgados y tribunales, impide, entre otros nombramientos, 
los de magistrados del Tribunal Supremo y de los presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia, 
de los de sus Salas y de las Audiencias Provinciales, como si la no provisión de estas plazas, cuando 
resultare procedente, fuera indiferente al buen funcionamiento de dichos Tribunales. También impedía 
esta Ley el nombramiento de magistrados del Tribunal Constitucional, asunto que abordaré más tarde.

Dieciocho meses después de su aprobación, los efectos de esta Ley son devastadores. El Tribunal 
Supremo tiene 14 vacantes sin cubrir y en los próximos meses serán 20, lo que representa el 25% de 
sus efectivos. De las 116 presidencias de tribunales existentes en nuestro país, 49 de ellas no están 
desempeñadas por un presidente titular y el próximo 21 de diciembre la Sala de Justicia del Tribunal-
Militar Central dejará de actuar por falta de todos sus miembros procedentes del Cuerpo Jurídico Militar 
predeterminados en la Ley ya que las vacantes no han podido ser repuestas.

El estropicio es tan grande que no se había producido una situación semejante en la cúpula de la 
Justicia española en toda la historia de nuestra democracia, con unos efectos negativos que se van 
extendiendo poco a poco a toda la organización judicial.

3 https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunal-Supremo/En-Portada/El-presiden-
te-del-TS-y-del-CGPJ-urge-a-las-fuerzas-politicas-mayoritarias-a-poner-solucion-a-la--situacion-insosteni-
ble--de-la-Justicia-renovando-el-Consejo-o-devolviendole-sus-competencias--

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunal-Supremo/En-Portada/El-presidente-del-TS-y-del-CGPJ-urge-a-las-fuerzas-politicas-mayoritarias-a-poner-solucion-a-la--situacion-insostenible--de-la-Justicia-renovando-el-Consejo-o-devolviendole-sus-competencias--
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunal-Supremo/En-Portada/El-presidente-del-TS-y-del-CGPJ-urge-a-las-fuerzas-politicas-mayoritarias-a-poner-solucion-a-la--situacion-insostenible--de-la-Justicia-renovando-el-Consejo-o-devolviendole-sus-competencias--
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunal-Supremo/En-Portada/El-presidente-del-TS-y-del-CGPJ-urge-a-las-fuerzas-politicas-mayoritarias-a-poner-solucion-a-la--situacion-insostenible--de-la-Justicia-renovando-el-Consejo-o-devolviendole-sus-competencias--
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El Consejo General del Poder Judicial, consciente de las graves consecuencias que dicha disposición 
legal traería consigo, interesó de las Cámaras Legislativas la posibilidad de ser oído y solicitó también 
que se recabara informe de la Comisión Europea para la Democracia por el Derecho, la llamada Co-
misión de Venecia, encargada de velar por el buen funcionamiento del Estado de Derecho entre los 
países miembros del Consejo de Europa, siendo estas peticiones displicentemente desatendidas.

Apenas un año después - por la vía de urgencia-, y de nuevo sin recabar opinión alguna, el legislador 
se ha visto obligado a rectificar parcial y apresuradamente su propio criterio. La Ley Orgánica 8/2022 
vuelve a modificar la Orgánica del Poder Judicial para apoderar de nuevo al Consejo General del Po-
der Judicial en funciones en lo relativo al nombramiento de los dos Magistrados del Tribunal Constitu-
cional que le corresponde designar.”

Desde que se pronunció dicho discurso el problema no ha hecho más que empeorar, tal y como el 
Presidente del Tribunal Supremo, D. Francisco Marín volvió a denunciar en la apertura del año judicial 
el 7 de septiembre de 20234:

“Pues bien, desde que estas palabras fueron pronunciadas, los graves problemas que afectan al fun-
cionamiento de nuestro Poder Judicial no han hecho más que empeorar como consecuencia de que 
no se haya renovado el Consejo y no se hayan provisto las plazas vacantes del Tribunal Supremo y de 
muchos otros órganos jurisdiccionales.

¿Puede afirmarse que forma parte de la normalidad democrática la existencia de un Consejo General 
del Poder Judicial cuyo mandato lleva ya agotado casi cinco años?

¿Es compatible con la normalidad democrática un Tribunal Supremo, órgano jurisdiccional superior en 
todos los órdenes según establece la Constitución, cuyos efectivos se hallan mermados en más de un 
30% y algunas de cuyas salas se encuentran al borde del colapso?

Estas son preguntas que no podemos soslayar y deben pesar ahora más que nunca sobre todos no-
sotros.

Es por ello conveniente, aprovechando este solemne acto, efectuar una breve descripción, desprovista 
de todo adorno, del estado del Tribunal Supremo, que se resume en una sola palabra: desolador.

El tribunal se encuentra, a fecha de hoy, sin presidente titular, sin vicepresidente y con un total de 
veintitrés vacantes de magistrados, distribuidas así entre sus salas: dos en la Sala Primera, una en la 
Sala Segunda, once en la Sala Tercera (una de ellas la de presidente de sala), seis en la Sala Cuarta 
(una de ellas también la de presidente de sala) y tres en la Sala Quinta, dándose la irónica circunstan-
cia de que precisamente hoy tiene lugar la jubilación de un magistrado de la Sala Quinta, que implica 
llegar a las 23 vacantes mencionadas. Esta situación, sostenida en el tiempo, está dando lugar a una 
disminución de las cifras de resolución de recursos mediante sentencia, y la solución a este problema 
no puede pasar sin más por la asignación de un mayor número de ponencias a los magistrados y ma-
gistradas que aún permanecen en las salas afectadas, que ya soportan una carga de trabajo altísima 
cuyo incremento resultaría del todo incompatible con el estudio sosegado que es inherente a la crea-
ción de la jurisprudencia.

4 https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunal-Supremo/En-Portada/-El-presidente-del-TS-recla-
ma-una-cooperacion-leal-entre-los-diferentes-actores-politicos-que-situe-a-la-Justicia-por-encima-de-los-intere-
ses-partidarios

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunal-Supremo/En-Portada/-El-presidente-del-TS-reclama-una-cooperacion-leal-entre-los-diferentes-actores-politicos-que-situe-a-la-Justicia-por-encima-de-los-intereses-partidarios
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunal-Supremo/En-Portada/-El-presidente-del-TS-reclama-una-cooperacion-leal-entre-los-diferentes-actores-politicos-que-situe-a-la-Justicia-por-encima-de-los-intereses-partidarios
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunal-Supremo/En-Portada/-El-presidente-del-TS-reclama-una-cooperacion-leal-entre-los-diferentes-actores-politicos-que-situe-a-la-Justicia-por-encima-de-los-intereses-partidarios
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El escenario es especialmente crítico en las Salas Tercera y Cuarta, hasta el punto de que se hizo im-
prescindible proponer al Ministerio de Justicia un plan de refuerzo con letrados que, como medida de 
absoluta emergencia, servirá para paliar la situación y evitar que se cumplan las peores previsiones, 
que estimaban hasta mil sentencias menos al año, pero que en modo alguno solucionará el colapso 
en la fase de decisión que se está produciendo por la falta de magistrados.

Señor, la primera víctima de esta situación es sin duda el justiciable: ciudadanos y ciudadanas, empre-
sas e instituciones públicas y privadas que están viendo cómo la tutela efectiva de sus derechos con-
sagrados en la Constitución se ve mermada de forma inadmisible. Un justiciable que contempla con 
perplejidad cómo los actores políticos, los representantes políticos elegidos en las urnas, se muestran 
incapaces de alcanzar los acuerdos necesarios para poner fin a esta situación.”

Desde entonces, la situación se ha seguido degradando.

El Presidente del Tribunal Supremo ponía el acento en los efectos devastadores en la Justicia derivada 
del incumplimiento por parte de los partidos políticos en la renovación del Consejo General del Poder 
Judicial y que a día de hoy se traduce en:

- Lentitud en los procedimientos judiciales.

- Disminución en la calidad de las sentencias.

-Vacantes en el Tribunal Supremo, resultando en determinadas Salas, la carencia particularmente 
preocupante.

- Debilidad del CGPJ para cualquier actuación institucional, en una situación política de enorme po-
larización política, y ante la muy posible tramitación de una Ley de Amnistía que deja sin contenido 
las sentencias firmes del Tribunal Supremo. De hecho, esta situación ya se ha producido al haberse 
emitido una declaración institucional del CGPJ sobre la inconstitucionalidad de la ley amnistía en la 
que de nuevo se produce una división entre vocales conservadores y progresistas, que se realiza fuera 
del marco de un procedimiento y que en la medida en que la situación del órgano es anómala desde 
el punto de vista institucional, ha sido fuertemente cuestionada como un pronunciamiento netamente 
político.

2.- EL DETERIORO EN LA LABOR DEL TRIBUNAL SUPREMO Y DEL SISTEMA 
JUDICIAL EN SU CONJUNTO.

El informe de la Comisión Europea de 2023 sobre el Estado de Derecho en España, recoge literalmen-
te:

“La falta de renovación del Consejo General del Poder Judicial está afectando negativamente a 
la labor del Tribunal Supremo y del sistema judicial en su conjunto. Como se indica en anteriores 
informes sobre el Estado de Derecho, tras la reforma de marzo de 2021 por la que se introdujo el régi-
men jurídico aplicable al Consejo General del Poder Judicial en funciones, este ya no puede proceder 
a los nombramientos de altos cargos judiciales, especialmente los del Tribunal Supremo. Debido a la 
continua falta de renovación, más del 30 % de las plazas de magistrado del Tribunal Supremo exigidas 
por ley están actualmente vacantes. Como se subraya en un informe del Gabinete Técnico del Tribunal 
Supremo de enero de 2023, en el que solo se tiene en cuenta las Salas Tercera y Cuarta del Tribunal 
(donde el número de vacantes es mayor), a resultas de ello el Tribunal está dictando 1230 resoluciones 
menos al año. Esto también da lugar a una disminución del número de sentencias del Tribunal Supre-
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mo, lo que, habida cuenta de su función de garantizar la coherencia en la interpretación del Derecho 
nacional, repercute en la seguridad jurídica, ya que los órganos jurisdiccionales de primera instancia y 
otros órganos jurisdiccionales siguen sustanciando asuntos en los que sería de suma ayuda conocer el 
criterio del Tribunal Supremo. La situación ha sido descrita por el Tribunal Supremo como insostenible, 
ya que socava la eficiencia de la justicia y repercute negativamente en la duración de los procesos 
judiciales ante el Tribunal Supremo. Además, existen también siete plazas vacantes de presidentes 
de Tribunales Superiores de Justicia (de un total de diecisiete), veinte plazas vacantes de presidentes 
de Audiencias Provinciales y una plaza vacante en la Audiencia Nacional. Por otra parte, se han noti-
ficado grandes retrasos por parte del Consejo en la preparación de los informes obligatorios sobre los 
anteproyectos de ley.”

La situación de bloqueo institucional existente en España y el resultado electoral ambiguo ha hecho 
que lo incluido en el informe sobre Estado de Derecho adquiera una gravedad particular de conse-
cuencias irreversibles para el sistema judicial en España con carácter sistémico.

3.- EL DEBILITAMIENTO DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL PONE EN 
RIESGO SU FUNCIÓN DE CONTRAPODER ANTE UN RETO INSTITUCIONAL 
QUE AFECTA AL NÚCLEO DEL ESTADO DE DERECHO.

El informe de la Comisión Europea de julio de 2023 indicó:“El Consejo General del Poder Judicial nom-
bró a dos miembros del Tribunal Constitucional con cierto retraso. En junio de 2022 finalizó el mandato 
de cuatro miembros del Tribunal Constitucional. Según la Constitución, el siguiente paso es el nombra-
miento de dos miembros por el Gobierno y de otros dos miembros por el Consejo General del Poder 
Judicial. El Consejo en funciones no pudo nombrar a los dos miembros del Tribunal Constitucional, 
como consecuencia de la reforma de marzo de 2021 que introdujo el régimen jurídico aplicable cuando 
se encuentra en funciones. Las Cortes aprobaron en julio de 2022 una reforma que restituía al Consejo 
la facultad de nombrar a esos miembros y estableció un plazo máximo de tres meses a contar desde el 
día siguiente al vencimiento del mandato anterior. El Consejo General del Poder Judicial no nombró a 
los dos miembros dentro de dicho plazo. El 12 de diciembre de 2022, los grupos parlamentarios de los 
partidos de la coalición gubernamental propusieron dos enmiendas con el fin de modificar el sistema 
de nombramientos del Tribunal Constitucional. El 14 de diciembre de 2022, un grupo parlamentario 
presentó ante el Tribunal Constitucional un recurso de amparo, alegando que tales enmiendas no 
guardaban conexión de homogeneidad con el tema de la ley principal que se estaba debatiendo y se 
habían tramitado mediante el procedimiento de urgencia, lo que socavaba las garantías de publicidad 
y debate del proceso legislativo. El 19 de diciembre de 2022, el Tribunal Constitucional dictó un auto 
sin precedentes por el que se suspendía de manera cautelar la votación de las enmiendas en el Se-
nado. El 27 de diciembre de 2022, el Consejo General del Poder Judicial nombró a dos miembros del 
Tribunal Constitucional.”

En la nota al pie 52 del citado informe señala:

“Número de expediente 122-000271, enmiendas 61 y 62. En particular, dichas enmiendas tenían por 
objeto reducir las mayorías necesarias en el seno del Consejo para nombrar a los magistrados que le 
corresponden del Tribunal Constitucional, reguladas en el artículo 599 de la Ley Orgánica 6/1985, del 
Poder Judicial, en el sentido de que la mayoría exigida de tres quintos se sustituiría por mayoría simple 
en una segunda votación. Las enmiendas también eliminarían el mecanismo de verificación por parte 
del Tribunal Constitucional de la adecuación de los candidatos a los requisitos establecidos por ley y 
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separarían el nombramiento de los miembros por el Consejo del nombramiento de los miembros por 
el Gobierno. Además, según las enmiendas, si los vocales del Consejo no procedieran a los nombra-
mientos, incurrirían en responsabilidades penales.

Según la información facilitada por el Gobierno en el contexto de la visita a España, estas enmiendas 
eran necesarias para garantizar la realización de los nombramientos.”

El informe no hace ninguna valoración al respecto, ni ninguna recomendación a pesar de que el Tribu-
nal Constitucional es una institución de contrapeso fundamental y la descripción de lo sucedido pone 
de relieve la politización de la institución, y el reparto de los magistrados por cuotas partidistas que 
finalmente, como en el caso del CGPJ, produce el bloqueo de la institución, que, de nuevo, viene de 
lejos. Por otra parte, en este momento no se ha nombrado al magistrado que falta en el Tribunal Cons-
titucional (son 12, pero le correspondería a los conservadores) lo que demuestra que la preocupación 
que llevó a la crisis más arriba señalada no era tanto la composición del Tribunal constitucional sino 
que se sustituyese la anterior mayoría conservadora por una progresista. En ese sentido, destacados 
miembros del Gobierno y muchos parlamentarios han expresado públicamente su convicción de que el 
Tribunal Constitucional tiene que reproducir las mayorías parlamentarias, pese a no ser ese el diseño 
constitucional en ninguna democracia liberal representativa.

En definitiva, en este momento existen serias dudas de si el Tribunal Constitucional puede ejercer su 
función de contrapeso en un momento en el que se tendrá que dilucidar cuestiones de enorme rele-
vancia en relación con el Estado democrático de Derecho.

Hay que recordar que el Tribunal Constitucional es un órgano de garantía previsto en la Constitución 
Española que se encarga de actuar como intérprete supremo de la misma resolviendo los recursos de 
amparo, recursos y cuestiones de inconstitucionalidad, los conflictos de competencia entre el Estado 
y las Comunidades Autónomas, entre otros5. Está compuesto por doce magistrados que se eligen 
entre juristas de reconocida competencia y que se renuevan por tercios cada 9 años, eligiendo dos el 
Gobierno, dos el CGPJ (por mayoría de 3/5) y el resto las Cortes Generales (por mayoría de 3/5). Las 
amplias mayorías exigidas confirman la necesidad de amplios consensos para nombrar a los mejores 
profesionales para tan altas funciones.

- El 13 de junio de 2022 finalizó el mandato de nueve años de cuatro magistrados, dos de ellos elegi-
dos por el gobierno presidido por D. Mariano Rajoy, y dos de ellos elegidos por el CGPJ.

- Debido a su propio bloqueo, derivado de la falta de consenso entre los partidos mayoritarios (PSOE 
y PP) para proceder a su renovación, el CGPJ no fue capaz de nombrar los dos magistrados que le 
correspondían, impidiendo la renovación del TC desde el 13 de septiembre de 2022. Esto, a su vez, 
impedía los nombramientos del Gobierno dado que el TC se renueva por tercios.

- El Gobierno, a través de sus grupos parlamentarios intentó desbloquear esta situación a través de 
dos enmiendas (61 y 62) en el contexto del debate parlamentario sobre una proposición de ley que fue 
tramitada por vía de urgencia y cuya materia no guardaba ninguna relación con el TC. La tramitación 
de dichas enmiendas, que pretendían rebajar las mayorías necesarias para que el CGPJ escogiese 
los dos magistrados del TC que le corresponden, fue paralizada por el propio TC a consecuencia de un 
recurso de amparo del PP ante el TC invocando doctrina previa de este Tribunal en el sentido de que

5 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1979-23709

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1979-23709
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 este tipo de materias no pueden regularse vía enmiendas parciales en relación con una proposición de 
ley con cuyo contenido material no guardan relación alguna. Tras reunirse en pleno el 19 de diciembre, 
el TC acordó admitir a trámite el recurso y suspender “inaudita parte” la tramitación parlamentaria de 
las mencionadas enmiendas, mediante medidas cautelarísimas, algo excepcional en la historia del TC. 

- Esta situación dio lugar a tensas situaciones en el Congreso, con acusaciones mutuas de “golpe de 
Estado” entre los principales partidos. Finalmente, el CGPJ eligió el 27 de diciembre de 2022 por una-
nimidad a los dos magistrados del TC que le correspondía proponer.

- Es importante reseñar quienes fueron los dos perfiles elegidos a propuesta del Gobierno en diciem-
bre de 2022: D. Juan Carlos Campo, ex Ministro de Justicia del Gobierno, que cesó en su cargo como 
Ministro en julio de 2021 y Dª Laura Diez Bueso, ex Directora General de Presidencia del Gobierno 
que cesó en su cargo con fecha 26 de abril de 2022. Por su parte, el CGPJ eligió a dos Magistrados 
del Tribunal Supremo, D. César Tolosa y Maria Luisa Segoviano. Cabe reseñar que los nombramientos 
del TC en periodos anteriores también habían estado muy politizados (también por parte del PP), pero 
no hasta el punto de nombrar ex altos cargos del Gobierno, lo que a su vez suscita la cuestión de su 
posible abstención o recusación. De hecho, el ex Ministro de Justicia ya ha procedido a abstenerse en 
bastantes procedimientos relativos a supuestos en los que él, como Ministro de Justicia, había tenido 
una intervención previa.

- Sigue vacante una plaza del Tribunal Constitucional, que no se cubrirá porque en la lógica actual 
correspondería al bloque “conservador” y no interesa.

El partidismo en la designación de los miembros del Tribunal Constitucional viene siendo una cons-
tante en la historia de nuestra democracia, pero quizás llama la atención como se asume ya con na-
turalidad tanto partidos políticos como por medios de comunicación que los magistrados del Tribunal 
Constitucional son mandatarios de los partidos que los nombran. No sólo tienen perfiles cercanos ideo-
lógicamente al Gobierno o a la oposición, sino que en la última renovación han llegado al TC personas 
que han sido altos cargos del mismo sin solución prácticamente de continuidad.  Insistimos que este 
deterioro viene de lejos y se ha ido normalizando una politización creciente, en un ambiente cada vez 
más polarizado, donde la noticia sería que se nombren a magistrados o profesionales independientes 
de los partidos por amplios consensos. Esto se traduce, como es lógico, en un alineamiento sistemáti-
co en las votaciones más relevantes desde el punto de vista político y mediático, hasta el punto de que 
el resultado de la votación es predecible, lo que erosiona gravemente la legitimidad de la institución.

Es decir, se elimina o al menos se difumina la independencia de los magistrados del Tribunal Consti-
tucional, acentuándose el carácter del nombrado de” representante” de quien le nombra, impidiendo o 
dificultándose su función de “contrapeso” del Poder Legislativo.

Los nombramientos de este órgano deben responder a grandes consensos tal y como establece la 
CE y no a repartos por cuotas de partido como ha venido sucediendo en las últimas renovaciones. 
Procede citar por su clarividencia, parte del discurso del Presidente del Tribunal Constitucional Tomás 
y Valiente con motivo de su despedida el 8 de julio de 19926 :

“Las instituciones ganan o pierden prestigio por lo que hacen, pero también por lo que con ellas se 
hace. Sin atribuir culpas ni repartir responsabilidades, tarea que no me corresponde, sí me permito afir-
mar que no parece que el incumplimiento del plazo para que las Cámaras procedieran a la renovación 
parcial del Tribunal haya supuesto un beneficio para la imagen ni de aquéllas ni de éste. 

6 Véase, el libro de discursos pronunciados: https://www.tribunalconstitucional.es/es/publicaciones/Publicacio-
nes/OTRAS-05.pdf

https://www.tribunalconstitucional.es/es/publicaciones/Publicaciones/OTRAS-05.pdf
https://www.tribunalconstitucional.es/es/publicaciones/Publicaciones/OTRAS-05.pdf
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La experiencia debe servir para encontrar en el futuro mecanismos que impidan la repetición de un 
retraso que a nadie favorece y a todos perjudica. La garantía máxima en el origen de la legitimidad 
de los magistrados reside en que su designación haya de hacerse por los representantes del 
pueblo español y por una mayoría tan cualificada que evite eventuales tentaciones de quienes 
puedan gozar de una mayoría simple parlamentaria. El quórum de tres quintos implica una dificultad 
para el acuerdo al mismo tiempo que encierra un mandato para la búsqueda del consenso. El sistema 
es correcto, pero para evitar en adelante retrasos disfuncionales habrá que cumplir con estos dos re-
quisitos: dar comienzo al procedimiento para la designación tan pronto como el Presidente del Tribunal 
lo solicite (esto es, con cuatro meses de antelación respecto a la fecha límite), de modo que no haya ni 
demoras iniciales ni tiempos muertos, y, en segundo lugar, utilizar la designación parlamentaria de los 
magistrados como ocasión para renovar el consenso constitucional y no como pretexto para provocar 
desgastes políticos entre las fuerzas parlamentarias, ni como encrucijada para resolver conflictos inter-
nos vinculados a la elección de los propios candidatos. Algún otro país ha pasado por experiencias se-
mejantes y tal vez las reformas introducidas al respecto en su legislación de rango infraconstitucional 
puedan ser de utilidad. No obstante, sólo la fidelidad al sistema, la lealtad constitucional y el afán 
de garantizar la apariencia y la realidad suprapartidaria del Tribunal Constitucional constituyen 
criterios infalibles para sortear en el futuro los escollos en que ahora se ha tropezado.

Sin embargo, la reflexión crítica, por necesaria que sea, no justifica ni la descalificación del procedi-
miento, ni el rechazo del resultado. En la renovación actual han intervenido en la negociación y en la 
búsqueda del consenso casi todos los grupos parlamentarios, y aunque no todos los designados como 
magistrados han sido votados, como hubiera sido deseable, por todos los grupos parlamentarios, tanto 
la pluralidad de los grupos intervinientes, como las elevadas cifras de votos alcanzadas por cada can-
didato son datos positivos que avalan la renovación y deben ratificar la confianza de los ciudadanos 
en el Tribunal Constitucional.

Conviene recordar que en este Tribunal el procedimiento de designación de los magistrados no 
implica mecanismo alguno de representación. Aquí nadie representa a nadie ni a la Cámara 
donde fue elegido, ni a la fuerza parlamentaria que tomara la iniciativa de proponer su nombre 
como candidato. Ello significa que en el Tribunal Constitucional cada magistrado está a solas con 
su formación técnica y con su conciencia personal: de ellas y sólo de ellas depende. En eso consiste 
su independencia. Sin embargo, la reflexión crítica, por necesaria que sea, no justifica ni la descali-
ficación del procedimiento, ni el rechazo del resultado. En la renovación actual han intervenido en la 
negociación y en la búsqueda del consenso casi todos los grupos parlamentarios, y aunque no todos 
los designados como magistrados han sido votados, como hubiera sido deseable, por todos los gru-
pos parlamentarios, tanto la pluralidad de los grupos intervinientes, como las elevadas cifras de votos 
alcanzadas por cada candidato son datos positivos que avalan la renovación y deben ratificar la con-
fianza de los ciudadanos en el Tribunal Constitucional.

Conviene recordar que en este Tribunal el procedimiento de designación de los magistrados no implica 
mecanismo alguno de representación. Aquí nadie representa a nadie ni a la Cámara donde fue elegi-
do, ni a la fuerza parlamentaria que tomara la iniciativa de proponer su nombre como candidato. Ello 
significa que en el Tribunal Constitucional cada magistrado está a solas con su formación técnica y con 
su conciencia personal: de ellas y sólo de ellas depende. En eso consiste su independencia.

El origen parlamentario de la designación, la ausencia de vínculos de representación, el severo ré-
gimen de incompatibilidades y la independencia e inamovilidad de los magistrados son, pues, otras 
tantas notas constitutivas del Tribunal que garantizan su legitimidad de origen.
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La otra, la que se gana o se pierde con el ejercicio, no corre peligro alguno. Desde el momento de su 
constitución este Tribunal ha tenido presente, porque así se lo recordó su primer Presidente, que id 
possumus quod de iure possumus. En el Tribunal no se debaten opciones políticas, se delibera sobre 
pretensiones jurídicas de las partes enfrentadas en un proceso constitucional, y aunque en el fondo 
de cada contienda planteada ante nosotros lata siempre un problema político (la constitucionalidad de 
una norma legal, la titularidad de una competencia, el amparo de un derecho fundamental) nuestro 
único instrumento es la razón jurídica, como vehículo para interpretar la Constitución y para custodiar 
la permanente distinción entre la objetivación del poder constituyente, plasmada en la Constitución, y 
la actuación de los poderes constituidos.”

Las reflexiones del discurso pronunciado en 1992 siguen siendo válidas hoy. Sin embargo, la situación 
actual es mucho peor; ya no existe el riesgo que se denunciaba entonces. A día de hoy dicho riesgo se 
ha materializado. Los candidatos elegidos no son

fruto del consenso, sino de intercambios político (“cambio de cromos”) y algunos de los designados, a 
la vista del modo de designación y de su trayectoria profesional son inidóneos para poder desempeñar 
esa función de control con independencia de quien los designa.

4.- PRESIONES DEL PODER EJECUTIVO AL PODER JUDICIAL DIRECTAS O 
INDIRECTAS

El Informe de la Comisión Europea de julio de 2023 señala:

“El Consejo General del Poder Judicial y otras partes interesadas expresaron su preocupación por las 
declaraciones públicas realizadas por políticos en relación con el poder judicial. En el transcurso de 
2022 declaraciones públicas de políticos, incluidos miembros del Gobierno, continuaron criticando al 
poder judicial. Tras estas declaraciones públicas, el Consejo General del Poder Judicial y las cuatro 
principales asociaciones de jueces y magistrados publicaron comunicados de prensa en los que con-
denaban dichas declaraciones. En particular, las partes interesadas señalaron que dichas declaracio-
nes críticas de los políticos no se refieren a resoluciones judiciales concretas, sino que se dirigen al 
poder judicial en su conjunto, lo que socava la confianza de los ciudadanos en el poder judicial. Como 
se refleja en el Informe sobre el Estado de Derecho en 2022, de acuerdo con las normas europeas, si 
bien los órganos jurisdiccionales no son inmunes a las críticas ni al escrutinio, el poder judicial debe 
gozar de confianza pública para desempeñar su labor con éxito, habida cuenta de s especial papel en 
la sociedad. Esto es especialmente importante en relación con las declaraciones de los miembros de 
los poderes legislativo y ejecutivo, ya que todos los poderes del Estado deben fomentar y preservar la 
confianza de la ciudadanía en las instituciones constitucionales, incluido el poder judicial.”

En los últimos años destacan las manifestaciones en redes sociales o en otros medios de comunica-
ción efectuadas por parte de miembros del Gobierno contra el contenido de ciertos fallos judiciales 
y de la labor jurisdiccional llevada a cabo por los tribunales de justicia, incluso con acusaciones “ad 
hominem”. Esta crítica no sólo procede del Gobierno y de los partidos que lo apoyan, pero, como es 
lógico, tiene mayor impacto cuando se realiza desde el Poder Ejecutivo. En numerosas ocasiones 
además no sólo se critica el texto o el contenido de los fallos, lo que es legítimo, sino que se realizan 
críticas “ad hominem” sobre los jueces y magistrados que los dictan, haciendo incluso referencia a sus 
circunstancias personales. Consecuencia de esas injerencias indebidas, el CGPJ tuvo que recordar en 
varias ocasiones la necesidad de garantizar la división de poderes. Es de destacar:
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1.- Comunicado de 30 de abril de 20187 de la Comisión Permanente del CGPJ a la vista de las 
manifestaciones realizadas por diversos miembros del Gobierno en relación con la sentencia 38/2018, 
de la Audiencia Provincial de Navarra, dictada en el procedimiento de sumario ordinario 426/2016. En 
dicho Comunicado tuvo que recordar “que dicha sentencia se había dictado dentro del marco de ga-
rantías y de sumisión a la Ley que recoge nuestro Estado de Derecho, que incluye el debido sistema 
de recursos que permite asegurar el acierto de las resoluciones judiciales” y que “ (…) el comunicado, 
al mismo tiempo que afirmaba y reconocía la legitimidad de la crítica a las sentencias, hacía un llama-
miento a la prudencia de los responsables públicos para que, con sus manifestaciones, no pusiesen 
en entredicho la credibilidad del sistema judicial ante los ciudadanos”

2.- La declaración institucional de 15 de noviembre de 20188 ante los acontecimientos pro-
ducidos en la población de Sant Cugat del Vallès, en los que un grupo organizado de enmascarados 
atacaron la casa del Magistrado del Tribunal Supremo D. Pablo Llarena Conde y de la Magistrada Dª 
Gema Espinosa Conde mientras se encontraba en el interior uno de sus hijos.

3.-La declaración institucional de 15 de enero de 20209 que debió realizar la Comisión Per-
manente del CGPJ con motivo de las declaraciones del Vicepresidente Segundo del Gobierno en 
respuesta a las manifestaciones realizadas a Antena 3 Televisión, en las que afirmaba que la Justicia 
española ha resultado humillada por los tribunales europeos y pedía “como ya ha hecho a lo largo del 
presente mandato del CGPJ con ocasión de otros pronunciamientos de miembros del Poder Ejecu-
tivo en relación con actuaciones de los tribunales, la Comisión Permanente apela a la moderación, 
prudencia y mesura y a la responsabilidad institucional para evitar la utilización política de la Justicia 
o el cuestionamiento de la independencia, la imparcialidad y la profesionalidad de los/as jueces/zas y 
magistrados/as que integran el Poder Judicial”

El deterioro en la división de poderes, la crítica abierta al Poder Judicial por parte de miembros del 
Gobierno ha ido en aumento con ocasión de la “ley del sí es sí” promovida por la Ministra de Igualdad 
y que por un defecto técnico llevó a una rebaja de las penas procesadas o condenadas por delitos de 
agresión sexual, lo que se tradujo en manifestaciones públicas acerca de los “jueces fachas” y desl 
gitimaciones de todo el colectivo judicial10

La situación actual se ha ido agravando con acusaciones de “law fare” sobre todo desde el entorno de 
una parte del gobierno de coalición de manera que se incrementa la crítica abierta, puramente partidis-
ta, replicada por los medios de comunicación, sin que los jueces y magistrados puedan, lógicamente, 
contrarrestar estas críticas de forma pública y con el agravante de la situación insostenible del CGPJ 
que debiera defenderlos.

7 Accesible en: https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Comunicado-de-la-Comi-
sion-Permanente-del-Consejo-General-del-Poder-Judicial-30-de-abril-2018 

8 Accesible en: https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Comunicado-de-la-Comi-
sion-Permanente--15-11-2018-

9 Accesible en: https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Declaracion-institucio-
nal-de-la-Comision-Permanente

10 Aquí puede encontrarse una noticia a título de ejemplo:
https://www.elmundo.es/espana/2022/11/16/6374ccc421efa00e5b8b4570.html

https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Comunicado-de-la-Comision-Permanente-del-Consejo-General-del-Poder-Judicial-30-de-abril-2018
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Comunicado-de-la-Comision-Permanente-del-Consejo-General-del-Poder-Judicial-30-de-abril-2018
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Comunicado-de-la-Comision-Permanente--15-11-2018-
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Comunicado-de-la-Comision-Permanente--15-11-2018-
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Comunicado-de-la-Comision-Permanente--15-11-2018-
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Comunicado-de-la-Comision-Permanente--15-11-2018-
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/Comunicado-de-la-Comision-Permanente--15-11-2018-
https://www.elmundo.es/espana/2022/11/16/6374ccc421efa00e5b8b4570.html
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5.- LA CAPTACIÓN DE FORMA PARTIDISTA DE LOS ÓRGANOS DE 
CONTROL Y DEMÁS MECANISMOS INSTITUCIONALES, YA SEA PARA 
VALIDAR SUS ACTUACIONES, O IGNORÁNDOLOS CUANDO NO SE 
ACOMODA A LA FINALIDAD PERSEGUIDA.

El informe de la Comisión Europea de julio de 2023 dentro del apartado referido a “otras cuestiones 
relacionadas con el sistema de contrapoderes institucionales” destaca:

“Persisten los retrasos en el nombramiento de varias autoridades independientes. Tras la dimi-
sión de uno de los magistrados del Tribunal Constitucional en julio de 2022, este nombramiento sigue 
pendiente. Además, existen otras autoridades independientes en las que plazas han permanecido 
vacantes durante un largo período de tiempo, como en la Agencia Española de Protección de Datos 
(desde julio de 2019). En el pasado también se han producido importantes retrasos en el nombramien-
to de miembros de otros órganos constitucionales. 

Estos nombramientos requieren el acuerdo entre los principales partidos políticos de las Cortes, ya 
que normalmente se requiere una mayoría de dos tercios. En este contexto, la Comisión de Venecia 
destacó la importancia de exigir mayorías cualificadas para el nombramiento de los miembros de las 
instituciones constitucionales, pero advirtió del riesgo de bloqueo y recomendó el diseño de mecanis-
mos eficaces y sólidos para minimizarlo.”

Además de la situación de bloqueo actual de los órgano constitucionales ya señalados, elemento por 
sí mismo de preocupación del debilitamiento del Estado de Derecho, existen otros aspectos no inclui-
dos específicamente en el Informe que exigen la consideración por parte de la Comisión Europea y 
que apuntan a esta degradación de los estándares aplicables. Se debe destacar en particular:

1. El Tribunal de Cuentas: El cambio de mayorías en el Tribunal de Cuentas tras su reno-
vación en noviembre de 2021 ha ahondado en la politización tradicional también en esta institución. 
Prueba de ello es el cambio de criterio que adoptó el Tribunal de Cuentas en relación con los avales 
propuestos por la Generalitat para hacer frente a las fianzas impuestas a los ex altos cargos de la Ad-
ministración como consecuencia de ser investigados por la organización del referéndum ilegal y para 
la promoción del procès en el extranjero. El criterio se supone puramente técnico varía con la compo-
sición del Tribunal. A esto se añade problemas en el modelo de gobernanza del Tribunal de Cuentas 
que han sido puestos de relieve repetidas veces y están analizados en el informe correspondiente de 
la Fundación Hay Derecho11 y que se realizó desde una perspectiva comparada.

2. Centro de Estudios Sociológicos: Este organismo público se encuentra presidido por un 
ex alto cargo de la Ejecutiva del PSOE. A partir de ese momento se produjo un cambio de metodología 
especialmente en los barómetros electorales para favorecer a los partidos de izquierdas en todas las 
elecciones celebradas han sido objeto de crítica unánime por numerosos expertos. La deslegitimación 
de la institución ha sido profunda. Aquí12 se puede encontrar una crítica a la metodología y las encues-
tas electorales del CIS por uno de los mayores expertos de España escrita en el periódico El País.

11 Accesible en: https://hayderecho.com/wp-content/uploads/2016/09/FHD-AnalisisTribunalCuentas-VF.pdf

12 https://elpais.com/espana/elecciones-generales/2023-07-05/por-que-no-fiarse-del-actual-cis-sus-estimacio-
nes-son-imprecisas-y-exageran-el-voto-de-la-izquierda.html

Accesible en: https://hayderecho.com/wp-content/uploads/2016/09/FHD-AnalisisTribunalCuentas-VF.pdf
https://elpais.com/espana/elecciones-generales/2023-07-05/por-que-no-fiarse-del-actual-cis-sus-estimaciones-son-imprecisas-y-exageran-el-voto-de-la-izquierda.html
https://elpais.com/espana/elecciones-generales/2023-07-05/por-que-no-fiarse-del-actual-cis-sus-estimaciones-son-imprecisas-y-exageran-el-voto-de-la-izquierda.html
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3. Instituto Nacional de Estadística: Su Presidente dimitió repentinamente tras discrepancias 
en el Gobierno. Fue objeto de un Comunicado por el propio European Statistical Governance Advisory 
Board (ESGAB), que indicó13: “ESGAB expresses its serious concern with the context of and actions 
surrounding the resignation by the president of the Spanish NSI. The specific event also indicates a 
weakness in the existing statistical legal framework in Spain. For example, ESGAB notes one unhee-
ded recommendation from the 2015 ESS Peer Review on compliance with the Code of Practice by 
Spain, namely the call for legislative amendments, laying down clear provisions for the appointment 
and dismissal of the President of the National Statistical Institute, in line with the European statistics 
Code of Practice (European statistics Code of Practice, indicator 1.8) “. Spain ought to thoroughly re-
view the existing legal/institutional framework as well as the amendment of it currently under conside-
ration with a view to ensuring the implementation of all European statistical principles enshrined in the 
European Statistics Code of Practice.”

4. Debilitamiento de la profesionalización Administración General del Estado y de otras 
Administraciones regionales y locales: Una Administración cada vez menos dotada, y unos altos 
funcionarios cada vez más mediatizados por la actividad política es otro problema grave, al perder su 
función de contrapeso tanto a nivel estatal como regional o local. No desaparecen formalmente los 
procedimientos o los supuestos controles pero se van vaciando de contenido y se convierten en pro-
cedimientos vacíos donde el poder ejecutivo puede imponer sus decisiones. 

Véase en este sentido, por ejemplo, la falta de ejecución de la sentencia del TSJ en Cataluña relativa a 
la utilización del castellano en las aulas (confirmada por el TS)14, en la que la ejecución se ha intentado 
evitar a través de distintos mecanismos procesales o dilatorios.

6.-EL PROBLEMA DE LA DEPENDENCIA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL 
ESTADO DEL GOBIERNO.

La Comisión Europea recoge en su informe de julio de 2023 como recomendación en relación con el 
Ministerio Fiscal:“reforzar el estatuto del Fiscal General, en particular en lo que respecta a la disocia-
ción temporal de los mandatos del fiscal general del Estado y del Gobierno, teniendo en cuenta las 
normas europeas sobre independencia y autonomía del Ministerio Fiscal”

Y más adelante se analiza:

“No se ha seguido avanzado en el refuerzo del estatuto del fiscal general del Estado. En el Informe so-
bre el Estado de Derecho en 2022 se recomendó a España que «refuerce el estatuto del fiscal general 
del Estado, especialmente en lo que respecta a disociar en el tiempo el mandato de este con el del 
Gobierno, teniendo en cuenta las normas europeas sobre la independencia y autonomía del Ministerio 
Fiscal». En mayo de 2022, el Gobierno aprobó unas nuevas Reglas de organización y funcionamiento 
para el Ministerio Fiscal. El 5 de septiembre de 2022, las Cortes aprobaron una ley que establecía que, 
seis meses desde su entrada en vigor, el Ministerio de Justicia regularía las comunicaciones entre la 
Fiscalía y el Gobierno. Sin embargo, todavía no se ha informado de ningún avance en relación con 
dicha regulación.   

13 https://ec.europa.eu/eurostat/documents/34693/14833496/INE+Press+Release_final_for+the+website.pdf/
e88f56ad-bc4d-045a-a96a-4b822bcf818b?t=1657028630363

14 https://www.elmundo.es/cataluna/2022/05/30/6294bb6efc6c83a25d8b4590.html

https://ec.europa.eu/eurostat/documents/34693/14833496/INE+Press+Release_final_for+the+website.pdf/e88f56ad-bc4d-045a-a96a-4b822bcf818b?t=1657028630363
https://ec.europa.eu/eurostat/documents/34693/14833496/INE+Press+Release_final_for+the+website.pdf/e88f56ad-bc4d-045a-a96a-4b822bcf818b?t=1657028630363
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Tal como se menciona en el Informe sobre el Estado de Derecho en 2022, tal regulación podría respon-
der a las preocupaciones planteadas anteriormente por la Comisión Europea y por el GRECO. Ade-
más, no se ha adoptado ninguna medida para disociar en el tiempo el mandato del fiscal general del 
Estado y el del Gobierno, lo que también se ha planteado como motivo de preocupación por parte de 
las partes interesadas. Se está debatiendo si la disociación de estos mandatos requeriría una reforma 
de la Constitución. En su informe de diciembre de 2022, el GRECO también señaló que no se habían 
tomado medidas para aumentar la autonomía presupuestaria, normativa y formativa del Ministerio 
Fiscal. Dado que en esta fase no se han tomado medidas para reforzar el estatuto del fiscal general 
del Estado, no se ha avanzado en la aplicación de la recomendación formulada en el Informe sobre el 
Estado de Derecho en 2022.

En este sentido, la politización de la Fiscalía General del Estado también viene de lejos, pero debe 
recordarse que se alcanzó un momento culminante cuando en 2020, el actual Gobierno en funciones 
designó como Fiscal General del Estado a quien fuera Ministra de Justicia en su gobierno anterior, sin 
solución de continuidad. Renunció finalmente a su cargo en 2022, pero dicho nombramiento ahondó 
en el desprestigio de la institución no sólo por su dependencia del gobierno sino por una serie de ac-
tuaciones muy controvertidas (llevadas a cabo aparentemente con el objeto de beneficiar a determi-
nados encausados) que están actualmente sometidas a distintos procedimientos judiciales. Después 
ha sido nombrado como Fiscal General del Estado su entonces jefe de la Secretaría Técnica que ha 
manifestado reiteradamente en público su agradecimiento a su jefa y mentora y cuyas actuaciones 
también están siendo muy controvertidas.

Los problemas de gobernanza en la FGE han sido también analizados por Hay Derecho desde una 
perspectiva comparada y ponen de relieve que además del nombramiento y de la dependencia por 
parte del Gobierno el principal problema es la enorme discrecionalidad que tiene el FGE en cuanto a 
los nombramientos y los ceses de los Fiscales15

7.- LA DISMINUCIÓN DEL PAPEL DEL PARLAMENTO: EL USO ABUSIVO 
DEL REAL DECRETO- LEY, USO DE PROPOSICIONES DE LEY PARA ELUDIR 
LOS TRÁMITES DE LOS ANTEPROYECTOS DE LEY, PROLONGACIÓN 
INDEFINIDA DE LOS TRÁMITES DE ENMIENDA, ABUSO DE LOS 
PROCEDIMIENTOS DE URGENCIA, ETC.

El informe de la Comisión Europea de julio de 2023 se establece

“Existen salvaguardias que garantizan la consulta pública de los proyectos de ley del Gobierno, pero 
existen dudas sobre algunas prácticas procedimentales en las Cortes. El marco elaborado por el Go-
bierno para los proyectos de ley garantiza la transparencia y la participación de las partes interesadas. 
La ley también establece los ámbitos en los que los órganos constitucionales deben ser consultados 
cuando el Gobierno elabore un proyecto de ley. Sin embargo, estos requisitos no son obligatorios para 
las proposiciones de ley presentadas por los grupos parlamentarios. Se han notificado casos de 
utilización de las disposiciones transitorias de una norma legal para introducir modificaciones 
importantes en otra norma no relacionada, práctica que el Tribunal Constitucional viene criti-
cando desde 2011, habiéndolo reiterado recientemente en un auto de diciembre de 2022.

15 El informe se encuentra disponible aquí: https://hayderecho.com/wp-content/uploads/2018/11/FHD_Compa-
rativaFiscaliasVFINAL.pdf 

https://hayderecho.com/wp-content/uploads/2018/11/FHD_ComparativaFiscaliasVFINAL.pdf
https://hayderecho.com/wp-content/uploads/2018/11/FHD_ComparativaFiscaliasVFINAL.pdf
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Las partes interesadas también han expresado su preocupación por el uso excesivo del procedimiento 
de urgencia para la aprobación de normas. Todas estas prácticas suscitan preocupación, ya que elu-
den los requisitos de consulta pública, evaluación de impacto y consulta a los organismos prescriptivos 
y pueden tener un impacto negativo en la calidad de la normativa. La calidad de la legislación es un 
factor importante para la confianza de los inversores y un motivo de preocupación acerca de la eficacia 
de la protección de las inversiones para el 46 % de las empresas en España.”

Durante las últimas legislaturas se ha puesto de manifiesto un uso desproporcionado del Real De-
creto-ley, un instrumento legal con carácter excepcional, tal y como recoge nuestra Constitución, que 
considera este instrumento para casos “de extraordinaria y urgente necesidad” (art. 86.1 CE). El de-
creto-ley no se somete a un proceso de debate parlamentario tan completo como las leyes, sino que 
únicamente requiere la autorización del Congreso para mantener sus efectos 30 días después de su 
entrada en vigor. En dicho trámite de autorización, el Congreso solo puede o ratificarlo o rechazarlo 
mediante una votación sobre la totalidad de la norma. Por tanto, no caben enmiendas al texto. Tam-
poco en el proceso de elaboración de los decretos leyes son precisos los mismos trámites que son 
exigibles en el caso de los Anteproyectos de Ley, especialmente en lo que se refiere a la emisión de 
informes preceptivos que pueden garantizar una mayor corrección técnica de la norma o los trámites 
de audiencia, para garantizar la participación ciudadana.

La utilización abusiva del Real Decreto-Ley supone un deterioro evidente del proceso parlamentario 
deliberativo y decisorio. Además, es habitual que los decretos leyes regulen materias totalmente dife-
rentes y heterogéneas en absoluto relacionadas entre sí. Esta circunstancia que puede tener justifica-
ción si se respeta su presupuesto habilitante (extraordinaria y urgente necesidad), no la tiene cuando 
se utiliza como un instrumento normativo sustitutivo de la ley ordinaria. Esta tendencia creciente en el 
uso del decreto ley se ha incrementado durante la última legislatura (incluso descontando el periodo 
de la pandemia).

Además de la mencionada proliferación abusiva de decretos-leyes, el procedimiento legislativo ha 
sufrido otros deterioros durante esta legislatura que merece la pena destacar:

1. El uso frecuente de las proposiciones de ley por los grupos parlamentarios que respaldan al Gobier-
no para eludir los informes preceptivos no vinculantes de otras instituciones y organismos consultivos 
(Consejo de Estado, CGPJ, etc.), que deben acompañar sólo a los proyectos de ley (iniciativa legisla-
tiva de autoría gubernamental), y que están previstos para su mejora técnica.

2. El recurso injustificado a la tramitación por procedimientos abreviados (aprobación por comisión con 
competencia legislativa plena, lectura única, etc.); o la inclusión en las leyes de una pluralidad diversa 
de objetos, a veces mediante enmiendas añadidas a una proposición de ley (que han llegado incluso 
a regular entero un nuevo tributo).

3. Plazos de enmiendas de duración indeterminada: iniciativas legislativas que han visto ampliar el 
plazo de presentación de enmiendas hasta en casi cien ocasiones o, lo que es lo mismo, durante cien 
semanas. Estos casos pueden consultarse a lo largo de las cincuenta y tres páginas que ofrece el 
buscador del Congreso de los Diputados.
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8.- LA UTILIZACIÓN DEL CÓDIGO PENAL PARA EVITAR CONDENAS A 
DETERMINADOS POLÍTICOS, QUE GARANTIZAN LA ESTABILIDAD DEL 
GOBIERNO, Y EN PARTICULAR LA REDUCCIÓN DE PENAS DEL DELITO 
DE MALVERSACIÓN, QUE AFECTA A LA PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS 
FINANCIEROS DE LA UNIÓN EUROPEA

El informe de la Comisión Europea sobre Estado de Derecho no hace referencia al modo en que se 
está utilizando el Código Penal con la finalidad clara de beneficiar a personas concretas, y en parti-
cular, a políticos de un determinado partido, con el único fin de garantizar la estabilidad del Gobierno. 
Esto tiene implicaciones que van más allá de los hechos de 2017 y que fueron juzgados por el Tribunal 
Supremo. En efecto, además del cuestionable uso de la potestad coactiva del Estado de mayor radi-
calidad para el ciudadano, puede tener consecuencias generales que van más allá del caso concreto.

En este sentido, hay que mencionar la Ley Orgánica 14/2022 de 22 de diciembre de 20200, de trans-
posición de directivas europeas y otras disposiciones para la adaptación de la legislación penal al 
ordenamiento de la Unión Europea y reforma de los delitos contra la integridad moral, desórdenes 
públicos y contrabando de armas de doble uso, que reforma la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de no-
viembre, del Código Penal16, que elimina el delito de sedición y modifica el delito de malversación de 
caudales públicos. Dicha Ley Orgánica se tramitó en tan solo seis semanas, tras la presentación de la 
proposición de ley de los partidos de la coalición de Gobierno, PSOE y UNIDAS PODEMOS y no de 
un Anteproyecto de Ley17 .

Lo relevante desde la perspectiva de la Unión Europea se encuentra el delito de malversación pública, 
que afecta de forma directa a la gestión de los fondos europeos La justificación según la Exposición de 
Motivos es puramente técnica:

“La presente modificación supone el regreso al modelo que siempre se compartió con Francia, Italia y 
Portugal. Se configura sobre dos ejes centrales. El primero radica en

su sistematización, dentro de los delitos contra la Administración Pública, originalmente delitos de los 
funcionarios públicos cometidos en el ejercicio de sus cargos. De este modo se subraya su naturaleza 
pluriofensiva de infracción patrimonial, de una parte, pero también lesiva del interés general al afectar 
justamente al patrimonio común, y con ello al cumplimiento de las funciones y finalidades públicas. 
A su vez, el segundo eje central descansa en la distinción entre las conductas de apropiación o dis-
tracción de los fondos públicos hacia beneficios directos o indirectos de carácter privado y, de otra 
parte, los comportamientos que, sin comportar una apropiación definitiva o el uso temporal para fines 
privados, suponen una desviación de las finalidades legalmente establecidas o una auténtica adminis-
tración desleal con perjuicio a la causa pública.”

Sin embargo, la finalidad real de la reforma no era otra sino la reducción de las penas de forma que 
tuviera efecto retroactivo en las condenas de todos los que habían participado en los acontecimientos 
en Cataluña en otoño de 2017, muchas de ellas por delitos de malversación.

16 BOE» núm. 307, de 23/12/2022, https://www.boe.es/eli/es/lo/2022/12/22/14/con 

17 Véase el Boletín Oficial del Congreso de fecha 17 de noviembre de 2022. Accesible en: https://www.congre-
so.es/public_oficiales/L14/CONG/BOCG/B/BOCG-14-B-295-1.PDF 

https://www.boe.es/eli/es/lo/2022/12/22/14/con
https://www.congreso.es/public_oficiales/L14/CONG/BOCG/B/BOCG-14-B-295-1.PDF
https://www.congreso.es/public_oficiales/L14/CONG/BOCG/B/BOCG-14-B-295-1.PDF
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En todo caso, la reforma tiene efectos sistémicos, que van más allá de aquellos políticos y demás per-
sonas involucradas en dichos acontecimientos, pues puede afectar a otras sentencias en las que se 
haya condenado por idénticos delitos. 

Prueba de ello, es el Decreto del Fiscal General del Estado para unificar criterios de actuación tras la 
reforma de los delitos de malversación por la LO 14/2022 de la Fiscalía acerca del alcance de la mo-
dificación18. Se trata de un documento de casi treinta páginas, en el que va desgranando los distintos 
supuestos, así como qué sentencias firmes pueden ser revisadas. No obstante lo anterior, también hay 
que señalar que la jurisprudencia del TS ha matizado los efectos de la reforma en el sentido de consi-
derar que la llamada “malversación impropia” (a la que se rebajaba la pena) también conlleva un ánimo 
de lucro, aunque la desviación de fondos públicos no sea para el bolsillo del mismo político o alto cargo 
sino para fines partidistas u otros que no sean los contemplados en la normativa presupuestaria.

En ese sentido, creemos que es un tema relevante dado que es una reforma que es contraria a los 
esfuerzos de la Unión Europea dirigida a luchar contra la corrupción, y a proteger los fondos públicos, 
con normativas tan severas como el Reglamento de condicionalidad de fondos16. 

De hecho, en las Orientaciones para su aplicación práctica19, la Comisión Europea establece como uno 
de los criterios para su aplicación en el apartado 42:

“Un primer criterio se refiere al alcance de los efectos sobre el presupuesto de la Unión y a la magnitud 
del riesgo que la vulneración de los principios del Estado de Derecho puede suponer para la eficiencia 
de su buena gestión financiera o para la protección de los intereses financieros de la Unión. 

En particular, los procedimientos derivados de otras normas financieras de la Unión solo son aplicables 
a programas de gasto concretos y, por ello, podrían resultar insuficientes, en algunos casos, para las 
vulneraciones de los principios del Estado de Derecho que sean «generalizadas o debidas a prácticas 
u omisiones reiteradas por parte de las autoridades públicas, o a medidas generales adoptadas por 
tales autoridades». Esto también puede suceder cuando las vulneraciones de los principios del Estado 
de Derecho generen una amenaza  grave de afectar a la buena gestión financiera del presupuesto de 
la Unión o a la protección de sus intereses financieros, mientras que otras normas financieras de la 
Unión, en lugar de eso, pueden referirse a efectos ya materializados sobre el presupuesto de la Unión. 
Por ejemplo, cuando existan normas nacionales que limiten la responsabilidad penal aparejada al 
fraude o la corrupción, o debiliten el marco jurídico de lucha contra el fraude y la corrupción o la 
prevención de los conflictos de interés, los casos en que se produzcan fraude, corrupción o conflictos 
de interés no podrán investigarse o enjuiciarse de forma efectiva, lo que podría resultar en amenazas 
graves para la buena gestión financiera del presupuesto de la Unión o sus intereses financieros. (…)”

En nuestra opinión, esto es precisamente lo que ocurre con la reforma realizada por la Ley Orgánica 
14/2022 supuso un debilitamiento del marco jurídico de la lucha contra el fraude y la corrupción, que 
afecta directamente a la protección del Presupuesto de la Unión. La reforma penal no tenía una fina-
lidad general, sino se trataba de dar cumplimiento al pacto del Gobierno con ERC muchos de cuyos 
altos cargos tenían procesos o condenas por este tipo de delitos.

18 Decreto de 23 de enero de 2023 del Fiscal General del Estado. Accesible en: https://www.fiscal.es/
documents/20142/0/Decreto+FGE+LO+14-2022+Malversacio%CC%81n.pdf/77ce4c9c-7cde-48d9-481d-
b27624c8accf?t=1674646759097

19 Comunicación de la Comisión Orientaciones para la aplicación del Reglamento (UE, Euratom)2020/2092 
sobre un régimen general de condicionalidad para la protección del presupuesto de la Unión Bruselas, 2.3.2022 
C(2022) 1382 final: https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A52022XC0318%2802%29 

https://www.fiscal.es/documents/20142/0/Decreto+FGE+LO+14-2022+Malversacio%CC%81n.pdf/77ce4c9c-7cde-
https://www.fiscal.es/documents/20142/0/Decreto+FGE+LO+14-2022+Malversacio%CC%81n.pdf/77ce4c9c-7cde-
https://www.fiscal.es/documents/20142/0/Decreto+FGE+LO+14-2022+Malversacio%CC%81n.pdf/77ce4c9c-7cde-
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX%3A52022XC0318%2802%29
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A mayor abundamiento, la reforma aprobada va en sentido opuesto de la propuesta de Directiva20 que 
busca endurecer ciertos delitos, armonizando el delito de malversación en su artículo 9, con una pena 
máxima como mínimo de 5 años tal y como prevé el artículo 15.2 de la misma.

9.- LAS ASOCIACIONES DE JUECES Y FISCALES Y SU DEBILIDAD EN LA 
DEFENSA DE LA INDEPENDENCIA EN EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES

Finalmente, no se debe dejar de lado el papel anómalo de las Asociaciones profesionales de jueces 
y fiscales que se presentan casi como espejo de los partidos políticos, y correa de transmisión para 
los nombramientos de la cúpula de la carrera judicial, lo que todavía añade un elemento adicional de 
riesgo a la independencia judicial, y que se toma con naturalidad por partidos políticos, jueces y en 
ocasiones hasta la sociedad.

Así, en el ámbito judicial destacan la Asociación Profesional de la Magistratura (APM) alineada con el 
PP y Jueces y Juezas para la Democracia (JJxD) alineada con el PSOE. Existen otras dos asociacio-
nes “no alineadas” (Francisco de Vitoria y Foro Judicial Independiente). Sin embargo, la mayoría de 
jueces y magistrados no se encuentran asociados. 

En cuanto a los fiscales, las dos asociaciones mayoritarias se alinean con los dos partidos políticos 
mayoritarios: La Asociación de Fiscales (alineada con el PP) y la Unión Progresista de Fiscales (alinea-
da con el PSOE). Existe una tercera asociación independiente y minoritaria, APIF.

Estas asociaciones alineadas con los partidos son las que acaparan los cargos de libre designación 
(los más relevantes) para sus afiliados tanto en la carrera judicial como en la fiscal.

Ese papel de las Asociaciones hace que, en momentos particularmente delicados para el Estado de 
Derecho, como puede ser el actual, la ciudadanía mire con desconfianza sus manifestaciones dado 
que se entiende que van a estar alineadas con los partidos políticos correspondientes y que van a 
actuar como correa de trasmisión de los mismos, mientras que la mayoría de los jueces no afiliados 
carece de voz a estos efectos. 

10.- CONCLUSIÓN: UNA POSIBLE LEY DE AMNISTÍA PRODUCIRÍA GRAVES 
DAÑOS A UNAS INSTITUCIONES DE CONTRAPESO MUY DÉBILES QUE 
INEVITABLEMENTE SE UTILIZARÁN PARA CONVALIDARLA FORMALMENTE. 

La aprobación de una ley de amnistía a favor de las personas responsables de los graves hechos 
acontecidos en Cataluña entre los días 6 y 7 de septiembre de 2017 y el 1 de octubre del mismo año 
que culminaron con una declaración unilateral de independencia (si bien suspendida) que dieron lugar 
a recursos y sentencias del Tribunal Constitucional, aplicación del art.155 de la Constitución Española 
y de varios procedimientos penales, algunos culminados y otros en curso conforme al Código penal 
vigente y tras un procedimiento con todas las garantías, supone, a nuestro juicio, una deslegitimación 
clara de la reacción del Estado democrático de Derecho tal y como se configura en la Constitución de 
1978.

20 Propuesta de DIRECTIVA DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO sobre la lucha contra la co-
rrupción: https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:52023PC0234 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:52023PC0234
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Efectivamente, una amnistía en estas condiciones conllevaría el implícito reconocimiento de que la 
reacción del Estado español (suspensión de las leyes de desconexión y del referéndum por el Tribunal 
Constitucional, aplicación del art.155 de la Constitución por acuerdo del PSOE y el PP y respetando 
los procedimientos constitucionales, o procedimiento judicial ante el Tribunal Supremo contra los prin-
cipales líderes del procés y las sentencias firmes) son reacciones impropias de un Estado democrático 
de Derecho perteneciente a la Unión Europea, como es España.

Se trataría de una medida excepcional que, inevitablemente, socavaría algunos de los principios esen-
ciales del Estado democrático de Derecho. Supondría una quiebra del principio de igualdad ante la ley, 
la seguridad jurídica, el principio de no arbitrariedad de los Poderes Públicos, quebrantaría la división 
de poderes, y se traduciría en una impunidad que, de resultar injustificada, podría invitar a la reitera-
ción de conductas similares, como de hecho ya están señalando los lideres independentistas. Cuando, 
además, se hace a cambio de los votos necesarios para una votación de investidura, sin un debate 
previo durante la campaña electoral y habiendo negado los que hoy la impulsan que fuera constitucio-
nal hasta que vieron la posibilidad de articular una mayoría alternativa gracias a los votos de personas 
que se van a beneficiar directamente de ella, lo cierto es que las alarmas parecen justificadas.

Consideramos además que una medida de este tipo, que afecta a la convivencia democrática y a los 
consensos logrados por la Constituciones de 1978 no puede ser tomada sin la aceptación del otro gran 
partido de la oposición (PP). Precisamente, con motivo de los hechos de octubre de 2017, todas las 
medidas excepcionales -y en particular las medidas del artículo 155 de la Constitución- se adoptaron 
con el acuerdo de los dos grandes partidos (PP y PSOE). Por otra parte, la oposición de una gran parte 
de la ciudadanía es patente, `y puede tender a manifestarse fuera de los cauces institucionales, así 
como a ser aprovechada por los elementos más radicalizados. 

La aritmética parlamentaria no puede dar lugar a forzar una interpretar la Constitución de forma que 
la vacíe prácticamente de contenido para beneficiar a un partido político y a una parte mínima de la 
sociedad española. Para ello, además, hay que forzar mucho las instituciones dado que finalmente se 
necesita el aval del Tribunal Constitucional.

Como expresó el entonces Presidente de la Comisión, Jean-Claude Juncker, con ocasión del intento 
de amnistiar en Rumanía en 2019 a condenados por corrupción, “aunque la UE se construye sobre 
pactos, no puede haber negociaciones sobre principios jurídicos”. Las apelaciones a la necesidad de 
desjudicializar el conflicto en Cataluña no pueden enmascarar una quiebra de las garantías de contra-
pesos ante el abuso de poder y beneficiar a responsables políticos de forma privilegiada porque sus 
votos son necesarios en un momento dado.

En ese sentido, el consenso en el mundo jurídico es muy amplio21 sobre la inconstitucionalidad no de 
una amnistía en abstracto (que algunos consideran que sí podría entrar en la Constitución) sino sobre 
los requisitos que hacen falta para que una amnistía sea constitucional conforme a la jurisprudencia 
del propio TC  (STC 63/1983 y STC 147/1986), y que no se cumplirían en este caso. 

21 https://www.larazon.es/espana/mas-300-juristas-piden-mensaje-claro-comision-europea-amnistia-susconse-
cuencias_202311036544ee53b27615000194e862.html

https://www.larazon.es/espana/mas-300-juristas-piden-mensaje-claro-comision-europea-amnistia-susconsecuencias_202311036544ee53b27615000194e862.html
https://www.larazon.es/espana/mas-300-juristas-piden-mensaje-claro-comision-europea-amnistia-susconsecuencias_202311036544ee53b27615000194e862.html
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CONCLUSIÓN: EL DEBER DE ACTUAR DE LA COMISIÓN EUROPEA COMO 
GARANTE DEL ESTADO DE DERECHO EN LA UNIÓN EUROPEA

Entendemos por todo lo anterior que nos encontramos ante una cuestión que excede la política interna 
española. Recordemos que el máximo responsable del partido que tiene la clave de la gobernanza de 
España, D. Carles Puigdemont es un prófugo de la Justicia, que ha utilizado el sistema judicial de la 
Unión Europea a los efectos de evitar la acción de la Justicia, como evidencia su huida a Bélgica, su 
elección como eurodiputado, y finalmente la retirada de la inmunidad como eurodiputado, confirmada 
por el Tribunal General de la Unión Europea.

Tampoco se puede considerar un problema estrictamente español desde el momento en que el sis-
tema institucional de “pesos y contrapesos” en España se encuentra debilitado, por lo que no existen 
garantías reales de que se pueda debatir desde una perspectiva técnica y constitucional y no estricta-
mente política sobre la posible amnistía De forma concreta, no existen esas salvaguardias constitucio-
nales porque se dan cumulativamente todas estas circunstancias:

1. Un CGPJ muy limitado en el ejercicio de su función: Falta de legitimación al encontrarse 
en funciones desde hace casi 5 años, con un presidente interino, una división constante entre “progre-
sistas” y “conservadores” y por considerarse -y más a la vista de su reciente declaración institucional 
sobre la amnistía- como un actor político más, visión interesada pero muy difundida desde el Gobierno 
a la que ha contribuido sin duda su falta de contención institucional. En todo caso, la tramitación de la 
posible ley como proposición de ley evitaría su pronunciamiento que, dada la composición del órgano 
actual, sería indudablemente contraria a la norma como ya ha puesto de relieve con su declaración 
institucional.

2. Un Tribunal Constitucional muy politizado y por tanto muy deslegitimado. El Tribunal 
Constitucional llamado a resolver los recursos contra la amnistía se encuentra extremadamente poli-
tizado y con una gran pérdida de legitimidad a la vista de que muchos de sus miembros son propia-
mente “representantes de los partidos políticos” y existe una presión política indeseada que impide que 
exista un clima sin injerencias externas e internas para el adecuado ejercicio de su función. Las últimas 
renovaciones “in extremis” demuestran la utilización partidista del Tribunal Constitucional. Alguna ma-
gistrada del grupo progresista ha llegado a hacer declaraciones públicas en medios nacionales sobre 
la constitucionalidad de una posible ley de amnistía.

3. Unas Cortes Generales muy devaluadas: Sus procedimientos se han ido adulterando y 
vaciando de contenido, y es de temer que esto ocurra de nuevo con la tramitación de la proposición de 
ley, de manera que no haya un auténtico debate sobre la norma como ya ha ocurrido con anterioridad 
por ejemplo con la tramitación de la LO 14/2022. Por otra parte, la designación como letrado mayor 
de un ex director general del Gobierno22, apunta a la voluntad de eliminar otro contrapeso que pudiera 
evitar la tramitación de la norma por inconstitucional, que son los informes de los letrados del Congreso 
(que ya se pronunciaron en sentido negativo frente a la tramitación de una proposición de amnistía por 
parte de los independentistas en el año 2021).

4. Una Fiscalía General del Estado, cuyos vínculos con el Gobierno no garantizan su ac-
tuación con la debida autonomía e independencia.

22  https://www.europapress.es/nacional/noticia-congreso-nombra-nuevo-letrado-mayor-voto-contra-pp-le-con-
sidera-afin-psoe-20231103115656.html 

https://www.europapress.es/nacional/noticia-congreso-nombra-nuevo-letrado-mayor-voto-contra-pp-le-considera-afin-psoe-20231103115656.html
https://www.europapress.es/nacional/noticia-congreso-nombra-nuevo-letrado-mayor-voto-contra-pp-le-considera-afin-psoe-20231103115656.html
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5. Una Administración Pública del Estado muy debilitada, que manera que el Ministerio de 
Justicia no parece que vaya a intervenir en absoluto en la tramitación de esta ley, más allá de propor-
cionar datos sobre procedimientos en curso, y de alertar sobre determinados riesgos jurídicos.

La situación en España, sin duda, permite a la Comisión Europea actuar en el ejercicio de su función 
supervisora, como “Guardiana de los Tratados”, y garante del Estado de Derecho, pues se cumple la 
inexistencia de esos elementos básicos en un contexto de especial gravedad tal y como la Comisión 
Europea lo describe en su Comunicación de abril de 2019:

“La esencia del Estado de Derecho implica la necesidad de que todos los poderes públicos estén su-
jetos en todo momento a valores, normas y procedimientos establecidos. El hecho de que los poderes 
públicos y las mayorías electas en un Estado miembro no respeten las leyes o los procedimientos 
aplicables constituye una señal de alerta muy evidente. Por ejemplo, muchos casos recientes con 
resonancia a escala de la UE han girado en torno a la independencia del proceso judicial. El poder 
judicial ocupa un lugar central en el Estado de Derecho, y son habituales los intentos de los agentes 
políticos de socavar su independencia y la fuerza vinculante de sus resoluciones, instigando presio-
nes políticas o de otro tipo sobre los jueces, interfiriendo en asuntos concretos, no respetando las 
resoluciones judiciales o reabriendo asuntos resueltos por resoluciones judiciales firmes. Otros ejem-
plos recientes se refieren a la debilitación de los tribunales constitucionales u otros mecanismos 
de control de las leyes aprobadas por el Parlamento y de la actuación del Gobierno, o al uso cada vez 
mayor de los decretos ejecutivos. La falta de claridad del proceso legislativo puede facilitar que las 
mayorías políticas debiliten o soslayen los mecanismos de controles y contrapesos instituciona-
les. Los reiterados ataques públicos de un poder del Estado a otro erosionan el principio fundamental 
de la separación de poderes. Por lo tanto, las dificultades en estos ámbitos actúan como señales de 
alerta de que se está generando un problema que puede afectar al Estado de Derecho, y pueden ofre-
cer una oportunidad para el diálogo y una posible solución en una fase temprana.”

Por otra parte, la situación en que se encuentran el Tribunal Supremo, el CGPJ y el Tribunal Constitu-
cional, que resuelve los recursos de amparo por vulneración de los derechos fundamentales afecta de 
forma directa a la protección de los derechos otorgados por el Derecho de la Unión.

En conclusión, a la vista de lo señalado por la Comisión Europea guiada por lo declarado por el Tribu-
nal de Justicia consideramos que la Comisión tome la iniciativa para elaborar en base al artículo 
258 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea un dictamen motivado con la finalidad 
de verificar si se ha producido o se puede producir por todo lo expuesto, una vulneración del 
art. 2 del Tratado de la Unión Europea.  
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